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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 606/2022/1
PARTE ACTORA: 

******** ******** ********
AUTORIDAD DEMANDADA:

COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS Y COMITÉ INTERDISCIPLINARIO EVALUADOR DE LA COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VICTIMAS.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, doce de julio de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 606/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el quince de julio de dos mil veintidós, ******** ******** ********, compareció por derecho propio a demandar la resolución dictada dentro del expediente CIE-25/2020, de once de mayo de dos mil veintidós, emitida por el Comité Interdisciplinario Evaluador, conformado por el Director General de Primer Contacto y Atención Inmediata, Directora del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, Director del Registro Estatal de Víctimas; mediante el cual, se otorgó un plan de  medidas de reparación integral en los términos de la misma.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El diez de agosto de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 12:00 doce horas del seis de octubre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por las autoridades demandadas; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta con los escritos presentados por la diversa autorizada de la actora como del delegado de las autoridades, mediante los cuales formularon los alegatos que a su parte correspondían; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado del ámbito estatal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye la resolución dictada dentro del expediente CIE-25/2020, de once de mayo de dos mil veintidós, emitida por el Comité Interdisciplinario Evaluador, acto cuya existencia queda evidenciada con la documental que fue exhibida por la parte actora, visible en fojas 22 a 55 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de notificación
	Fecha en que surtió efectos la notificación
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	11 de mayo de 2022
	03 de junio de 2022
	04 de junio de 2022

	05 de junio al 03 de agosto de 2022

	15 de julio de 2022


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a ******** ******** ********, la personalidad no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que la resolución dictada en el expediente número CIE-25/2020 se encuentra a nombre de la inconforme, por lo que es innegable que cuenta con el derecho para impugnarlo.

En cuanto a la legitimación de las autoridades, comparecieron el Licenciado Miguel Ángel García Amaro, en su calidad de Comisionado Ejecutivo Estatal de Atención a Víctimas; en representación de la Comisión Ejecutiva; Licenciado Juan Carlos Ballin Rodríguez en su calidad de Director General de la Unidad de Primer Contacto y Atención a Víctimas; Licenciada Elisa Mariela Martínez Barrón, en su calidad de Directora del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; y el Licenciado Juan Gerardo Castillo Mata, en su calidad de Director del Registro Estatal de Victimas, en su carácter de integrantes del Comité Interdisciplinario Evaluador de la citada Comisión; quienes acreditaron la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con los documentos que corren agregados a fojas 103 a 110 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, esta Sala advierte que las enjuiciadas argumentan en primer orden, que se actualiza la improcedencia de este juicio, en virtud de que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, por lo cual las medidas comprendidas en el Plan de Reparación Integral del Daño resultan suficientes y acordes al numeral primero  de la Recomendación 04/2020 emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, siendo importante mencionar que el Comité Interdisciplinario Evaluador, es el Órgano Colegiado de la Comisión Ejecutiva, con las facultades de estudio, análisis y valoración de las solicitudes de apoyo de las víctimas para acceder al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, para lo cual se toma en todo momento la gravedad del daño o menoscabo sufrido por las víctimas, lo cual resulta ser el fundamento principal para determinar la prioridad en su asistencia, prestación de servicios y acciones correspondientes para brindar atención y/o tratamiento, tomando en consideración los estándares de reparación de daño, previstos en la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, por lo que resultan ilógicas las argumentaciones planteadas por la actora al considerar las medidas emitidas como insuficientes y carentes de fundamentación y motivación.
Respecto de la consideración de improcedencia reseñada debe establecerse que la misma deviene inoperante, toda vez que no constituyen propiamente argumentos que informen una causa de improcedencia o sobreseimiento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora, de ahí que resulte inatendible en este momento.

Por otra parte, se desprende que las enjuiciadas sostienen que la resolución impugnada le fue notificada a la actora el tres de junio de dos mil veintidós, fecha en la que a su vez la accionante proporcionó sus datos bancarios a efecto de recibir el pago por concepto de compensación, por lo que manifestó por su puño y letra el consentimiento y conformidad a la resolución que hoy nos ocupa, por lo que en ese contexto resulta procedente sobreseer el juicio contencioso, dado que se actualiza la hipótesis prevista en las fracciones II y VI del artículo 228, del Código Procesal Administrativo.
Es infundada la consideración de improcedencia alegada, como se verá a continuación.

Cierto es que el juicio contencioso administrativo es improcedente cuando se promueva contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala el Código Procesal Administrativo del Estado.

Bajo el dispositivo aludido, a efecto de determinar la improcedencia del juicio por consentimiento expreso o tácito, se requiere la acreditación en cuanto al primer elemento, que el interesado exprese su allanamiento, anuencia o conformidad de manera verbal, por escrito o por signos inequívocos, pero que sea indudable y completo, es decir, debe revelar que se ha conformado con la decisión y consecuencias que implican el acto impugnado, y por otro lado, que no se hubiere promovido el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala el Código Adjetivo Administrativo.
Ahora, del sumario obtenemos que contrario a lo argumentado por las enjuiciadas, no nos encontramos en los supuestos facticos a que se refiere el numeral que invocan para que se decrete la improcedencia de este juicio, en la medida que no es evidente para esta Sala Unitaria que exista un allanamiento, anuencia o conformidad de manera verbal, por escrito o por signos inequívocos, que sea indudable y completo, del que se desprenda que la aquí accionante se hubiera conformado con la decisión impugnada, pues no obra medio de prueba ofertado por las enjuiciadas en el sentido de que la accionante manifestó su conformidad con la determinación aquí impugnada, teniendo a su cargo la obligación de acreditar su dicho, según lo preceptuado en el numeral 273
 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, aplicado supletoriamente al Código Adjetivo Administrativo.

Aunado a lo anterior y aún en el caso de que como lo alegan las enjuiciadas, la aquí actora hubiere solicitado por escrito y proporcionado sus datos bancarios a efecto de recibir el pago por concepto de compensación, dicho acontecer no revela la conformidad o consentimiento expreso con la determinación aquí impugnada, dado que el hecho de que las víctimas de violaciones a derechos humanos hayan recibido algún monto económico decretado por concepto de medidas de compensación o aporten información bancaria para recibir alguna cantidad económica con esa finalidad no refleja que consientan dicho acto, como para verse impedidas de someter a escrutinio legal dicha medida, en tanto la impugnación se realice en los plazos establecidos en la ley, de ahí lo infundado de la causa de improcedencia en estudio.

Tiene puntual aplicación a lo anterior, el criterio aislado que enseguida se reproduce:

“MONTOS ECONÓMICOS POR CONCEPTO DE MEDIDAS DE COMPENSACIÓN PARA LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. SU RECEPCIÓN POR PARTE DE LAS VÍCTIMAS NO CONSTITUYE UN ACTO CONSENTIDO PARA EL EFECTO DE DECRETAR LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO.
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la resolución que determina las medidas de reparación integral del daño que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas otorgó por violaciones a derechos humanos.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que el hecho de que las víctimas de violaciones a derechos humanos hayan recibido algún monto económico decretado por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas por concepto de "medidas de compensación" o aporten información bancaria para recibir alguna cantidad económica con esa finalidad no implica consentimiento alguno, por lo que no se actualiza la causa de improcedencia del juicio de amparo prevista en el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo.

Justificación: Ello pues estimar lo contrario implicaría, por un lado, que las víctimas, al iniciar sus trámites ante la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y aportar sus datos bancarios, consientan de antemano la cantidad que ésta señale –sin importar que sea contraria al marco jurídico– y, por otro, que cualquier cantidad que reciban por concepto de "medidas de compensación" impida su posterior escrutinio judicial, lo que conlleva soportar posibles decisiones arbitrarias que limiten su derecho humano a recibir una reparación integral, reconocido por el artículo 1o. de la Constitución General.”

En ese tenor y sin que se advierta que en la especie se actualice alguna otra causa de improcedencia o sobreseimiento que deba hacerse valer de oficio, enseguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. El concepto de impugnación que plantea la parte actora es visible a fojas 05 a la 19 del sumario, que por economía procesal se tiene aquí por reproducido. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEPTIMO.- Estudio. Son infundados los argumentos contenidos en el concepto de impugnación, según se expresa a continuación.

En un primer planteamiento, la accionante sostiene que en el acto de molestia no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para afectar al gobernado, acto concreto el cual carece de eficacia y validez jurídica, porque todo acto de autoridad debe ser una expresión del derecho y debe ser elaborado, emitido o ejecutado por el órgano u órganos competentes, dentro de la esfera de sus respectivas atribuciones que las leyes le encomiendan.
Insiste la actora en el mismo planteamiento, que la autoridad debe invocar de manera precisa los fundamentos legales que otorguen sustento a su actuación, como lo es el numeral, fracción, inciso y si es el caso, sub inciso al que pertenece la normatividad que invoca, a efecto de que el gobernado esté en posibilidad de manera clara y precisa, es sustento jurídico de la actuación, por lo que bajo ese contexto, se tiene que la resolución que emitió la autoridad demandada, no cumple con la debida fundamentación y motivación que subyace del principio de legalidad, dado que la autoridad omitió establecer en su resolución, el obligado fundamento legal para emitir su determinación y menos aún, los motivos, razones o circunstancias por las cuales pronunció las medidas de Restitución, Rehabilitación, Compensación, Satisfacción y Garantías de No Repetición.

El argumento reseñado es infundado.

En primer lugar, el agravio expuesto está encaminado a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En efecto, conforme al artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se establece como imperativo a toda autoridad, en su respectivo ámbito de competencia, la obligación de fundar y motivar la causa legal de sus actos, ello en respeto a las garantías constitucionales de seguridad y certeza jurídica consagradas en favor de los gobernados.

Ahora, para considerar un acto administrativo por correctamente fundado y motivado, es necesario que éste cumpla con los siguientes elementos: a) preceptos legales aplicables; b) relato pormenorizado de los hechos, incluyendo elementos temporales, espaciales y de modo; y c) argumentación lógica jurídica que explique con claridad la razón por la cual los preceptos de ley tienen aplicación al caso concreto, es decir, la subsunción racional del caso fáctico a la hipótesis normativa.
Al efecto, resulta oportuno hacer cita de la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Énfasis propio.
Bajo ese orden, es pertinente acotar que contrario a lo esgrimido por la actora, la resolución de once de mayo de dos mil veintidós si cumple con la obligación de fundar y motivar de manera adecuada la competencia de su emisora, según se advierte del Capítulo III y los párrafos 23, 24 y 25 de la indicada resolución controvertida.

En efecto, en los indicados capitulo y párrafos de la resolución impugnada, se desprende que la emisora señaló:

“III. COMPETENCIA

23. La Comisión Ejecutiva de conformidad con lo establecido en el artículo 1º, tercer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y artículos 1, 5, 84 y 95 fracciones XIV y XXIII, 100 fracción II, 101 fracción XIII, 117, 135, 136, 141, 143, 145, 148, 149, 150, 152, 153, 154, 157, 159, 160 y 161 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí; artículos 4, 12, 13, 21, 34, 117, 118, 121, 123, 126, 127, 128, fracción III, 130, 131, 135, 136, fracción II, 137 y 138 del Reglamento de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí; y numerales 5, 9, fracción I, 18, 41 y 42 de las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral; la Comisión Ejecutiva es competente para conocer y resolver las solicitudes de acceso al Fondo en materia de reparación integral que al respecto presenten las víctimas de violaciones de derechos humanos, de acuerdo a un esquema en el que se determinen la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, el daño sufrido y se establezcan las medidas necesarias para alcanzar su reparación integral.

24. De igual manera, con el propósito de lograr la reparación integral, efectiva y eficaz de las víctimas que hayan sufrido un daño como consecuencia de la comisión de la violación de sus derechos humanos, se deberá garantizar el acceso a los servicios multidisciplinarios y especializados que el Estado debe de proporcionar a las víctimas por violación a sus derechos humanos, para lograr la reincorporación a la vida social.

25. Ahora bien, de conformidad con los artículos 65, 143 y 156 de la Ley de Atención a Víctimas Local, corresponde a la Comisión Ejecutiva determinar y cuantificar el apoyo y reparación que no haya sido establecida a favor de la víctima por conducto de la autoridad judicial, en caso de delitos, o bien por el organismo público de protección de derechos humanos, en caso de violaciones a los derechos humanos, lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas que el hecho victimizante pudiera implicar.”          

Como bien se desprende de los apartados que han sido reproducidos, la resolución impugnada si contiene la cita de los preceptos legales así como de los motivos en los que se apoya la competencia de la Comisión Ejecutiva, para conocer y resolver las solicitudes de acceso al Fondo en materia de reparación integral que al respecto presenten las víctimas de violaciones de derechos humanos, dado que como quedó evidenciado, se invocaron disposiciones relativas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí así como a las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, concretamente se refirieron los dispositivos 84, 95, fracciones XIV y XXIII, 100, fracción II y 101, fracción XIII, de la  Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, de entre los cuales se resaltan las atribuciones tanto de la Comisión Ejecutiva como del Comité Interdisciplinario Evaluador y del propio Comisionado Ejecutivo, relativas al establecimiento de medidas que contribuyan a garantizar la reparación integral, efectiva y eficaz de las víctimas que hayan sufrido un daño como consecuencia de la comisión de un delito o de la violación de sus derechos humanos, elaborando los proyectos de dictamen de reparación integral, compensación y, en su caso, la compensación subsidiaria y, determinar a través del Comisionado Ejecutivo, los Recursos de Ayuda y la reparación integral que la Comisión Ejecutiva Estatal otorgue a las víctimas, de donde es evidente que en el acto controvertido, si se citaron los preceptos que otorgan la competencia a las autoridades demandadas para emitir la decisión que hoy se controvierte, de ello lo infundado del argumento esgrimido por la actora.

En otro orden, alega la demandante que la resolución impugnada no cumple con lo dispuesto en el artículo 1º de la Carta Magna al no garantizar sus derechos humanos de acceso a la justicia y no brindar una reparación integral plena y diferenciada, toda vez que, tal y como se menciona en el capítulo de antecedentes, respecto a la medida de restitución, la autoridad demandada determinó que es inaplicable decretarla a su favor, porque no es posible devolverle a la situación anterior al hecho, ya que no se trata de acciones u omisiones cuyos efectos puedan restituirse solo con la aplicación de la medida.

Sin embargo –dice la accionante- la medida de restitución consiste en regresar al gobernado a la situación previa a la violación que sufrió, así como restituirlo en el pleno goce de sus derechos humanos, así que, para lograr una restitución adecuada, deben eliminarse los efectos que tal menoscabo provocó en su esfera jurídica.

Bajo ese orden, dice la accionante que la demandada no tomó en cuenta restablecer plenamente el goce de sus derechos humanos, pues acorde al numeral 61 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, se señala como una forma de restitución, la reincorporación o reintegración en el empleo con el que contaba la víctima, y en el caso, la Comisión demandada fue omisa en pronunciarse al respecto y realizar lo conducente a efecto de que pudiera ser reintegrada a su empleo con el que contaba al interior del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, autoridad frente a la cual fue emitida en su momento la recomendación 01/2020 por parte de la Comisión Estatal de Derechos Humanos.

Refiere la accionante que jamás ha existido un pronunciamiento relativo a los motivos por los cuales fue corrida de su trabajo, situación que no puede ser entendida de otra forma, más que como una represalia de la autoridad por las denuncias que interpuso en contra del propio Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí y sus funcionarios públicos, no obstante el contenido del punto 74 de la resolución combatida, que determinó que es inaplicable la medida de restitución porque no es posible devolverle a la situación anterior al hecho, ya que no se trata de acciones u omisiones cuyos efectos puedan restituirse solo con la aplicación de una medida, sin embargo, la autoridad dejó de lado el despido injustificado que el Ayuntamiento ejecutó en su perjuicio, generado a raíz de los hechos denunciados ante las autoridades competentes.

En principio conviene establecer que el derecho a la reparación integral de las víctimas tiene como propósito fundamental, anular todas las consecuencias del acto ilícito y restablecer la situación que debió haber existido con toda probabilidad, si el acto no se hubiera cometido, y de no ser esto posible, procede el pago de una indemnización justa como medida resarcitoria por los daños ocasionados, lo cual no debe generar una ganancia a la víctima, sino que se le otorgue un resarcimiento adecuado de las víctimas a ser reparadas.
Bajo ese enfoque, el derecho aludido encuentra su regulación en el orden estatal, en lo previsto por el numeral 7º, fracción II, de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, que al efecto dispone:  

 ARTÍCULO 7º. Los derechos de las víctimas que prevé la presente Ley son de carácter enunciativo y deberán ser interpretados de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, los tratados y las leyes aplicables en materia de atención a víctimas, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus derechos.

La víctima tendrá, entre otros, los siguientes derechos:

…

II. A ser reparada por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que ha sufrido en sus derechos como consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les causaron;
…”

Como puede verse del transcrito, es un derecho de las victimas el ser reparadas por el Estado de manera integral, adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño o menoscabo que hubieren sufrido en sus derechos como consecuencia de violaciones a derechos humanos y por los daños que esas violaciones les causaron, de donde tenemos que la reparación ideal, luego de una violación de derechos humanos es la entera restitución a la víctima (restitutio in integrum)
, la cual consiste en restablecer la situación antes de la violación.

En ese sentido, las medidas de reparación integral comprenden:

a) La restitución, que busca devolver a la víctima a la situación anterior a la comisión del delito o a la violación de sus derechos humanos;

b) La rehabilitación, que pretende facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;

c) La compensación, habrá de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso, misma que se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de la violación de derechos humanos;

d) La satisfacción, busca reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas, y

e) Las medidas de no repetición, buscan que el hecho punible o la violación de derechos sufrida por la víctima no vuelva a ocurrir.

Ahora bien, por lo que hace a la medida de restitución que dice la accionante fue indebidamente determinada, es preciso establecer que, acorde a lo previsto por el numeral 61 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, las víctimas tienen derecho a la restitución en sus derechos conculcados, así como en sus bienes y propiedades si hubieren sido despojadas de ellos, en tal sentido, las medidas de restitución comprenden, a saber:

A. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro o desaparición de persona;

B. Restablecimiento de los derechos jurídicos;

C. Restablecimiento de la identidad;

D. Restablecimiento de la vida y unidad familiar;

E. Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos políticos;

F. Regreso digno y seguro al lugar original de residencia u origen;

G. Reintegración en el empleo, e,

H. Devolución de todos los bienes o valores de su propiedad que hayan sido incautados o recuperados por las autoridades incluyendo sus frutos y accesorios, y si no fuese posible, el pago de su valor actualizado.

Como puede advertirse del numeral reseñado, la esencia de la medida de restitución, como atinadamente se deriva de su locución gramatical,
 implica devolver, regresar o reintegrar algo a quien lo tenía antes, de donde se sigue que, si derivado del hecho ilícito o de la violación a derechos humanos, la víctima fue privada de la libertar, de sus derechos jurídicos; de su identidad; de la vida y unidad familiar; de la ciudadanía y de sus derechos políticos; de su lugar o residencia de origen;  bienes o valores de su propiedad; justo es que en acato a esa medida de restitución, se le regrese a la situación que imperaba antes de cometido el hecho ilícito o la violación a derechos humanos.
Conforme a lo anterior, puede decirse que la medida de restitución se encuentra estrechamente vinculada con la privación del derecho que se estime necesario restituir, de donde se sigue que, si no ocurre tal privación, la medida de restitución no sería procedente. 

Bajo la óptica anterior, y en modo contrario a lo estimado por la accionante, es evidente que no se trastoca su derecho humano a la restitución, dado que tales medidas no resultaban procedentes si atendemos a la naturaleza del derecho afectado, pues acorde a la recomendación 04/2020, la violación a los derechos humanos no incidía en fuera privada de los derechos de libertar, de sus derechos jurídicos; de su identidad; de la vida y unidad familiar; de la ciudadanía y de sus derechos políticos; de su lugar o residencia de origen; bienes o valores de su propiedad, dado que como se desprende de la resolución emitida por la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, concretamente del párrafo 59, se determinó que las autoridades vinculadas con dicha recomendación vulneraron en agravio de la víctima, su derecho a una vida libre de violencia, así como la libertad sexual y de un trato digno dentro del ambiente laboral, de donde es evidente que por la naturaleza de las violaciones determinadas, las medidas de restitución antes acotadas resultan inaplicables, dado que como bien lo determinó la demandada, las acciones u omisiones que se derivaron de las violaciones a los derechos humanos determinados por el Ombudsman Estatal, no vinculan a efectos que puedan restituirse a través de la medida en estudio, ya que esta medida, involucra aspectos de derechos no trastocados por las violaciones a los derechos humanos que fueron determinadas.
Sin que pase desapercibido para este Tribunal, el hecho de que en la recomendación de derechos humanos se hubiere establecido, como dice la actora, la obligación relativa a “…considerar además como un aspecto a reparar, la revisión exhaustiva de los motivos por los cuales V1 resultó separada de si trabajo como empleada municipal y si estos motivos guardan relación directa con las denuncias presentadas por la víctima en contra de AR1, en caso de ser así, se considere su reincorporación al trabajo que venía desempeñando en ese Ayuntamiento como forma de reparación.” obligación que se traduce en determinar si los motivos de la separación de la aquí actora guardaban relación con la presentación de las denuncias que formuló contra funcionarios municipales, sin que pueda decirse, que la obligación establecida en la recomendación de derechos humanos implicaba el reconocimiento de que la violación a derechos humanos por si misma generó la separación o privación del trabajo de la aquí actora, a fin de que en tal sentido, la medida de restitución se ocupara de analizar dicha cuestión, pues como quedó establecido, la obligación derivada de la recomendación vinculaba a revisar si existía un nexo causal entre las conductas denunciadas y la separación del trabajo de la aquí actora, de donde es evidente que la medida de restitución, en la forma y términos que fue resuelta por la autoridad demandada se ajustó a los parámetros establecidos en el 61 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, de donde resulta infundado el argumento esgrimido por la actora.
En otro orden, la accionante aduce que como medida de rehabilitación contemplada a partir del punto 78 de la resolución, se determinó el proporcionar la atención psicológica por la propia CEEAV hasta la total rehabilitación, además, como medida de rehabilitación segunda, se determinó girar oficio a los Servicios de Salud del Estado, en el sentido de que se realice a la víctima directa una valoración médica, en la que determine si con motivo del hecho victimizarte presenta afecciones o padecimientos, y de ser así, le sea garantizada la atención médica general y/o especializada, hasta lograr el total restablecimiento de la salud; sin embargo, tal determinación menoscaba su derecho a recibir una justicia pronta y expedita, pues dicha acción debió realizarse desde el inicio en que fue considerada como víctima de los hechos y no hasta seis años después de realizado el acto ilícito.

Insiste la accionante al señalar que nunca se le ha practicado una valoración psicológica por parte de personal especializado, mediante el cual permitiera conocer el tipo de afectación y las lesiones psicológicas que necesita para superarlas; que si bien es cierto la atención psicológica como medica le fueron otorgadas, lo cierto es que al momento de la notificación de la resolución, no le fue informado el tiempo, lugar y circunstancias bajo las cuales se le brindará dicha atención, pues desconoce ante que autoridades se va a presentar, los días en que será sometida a dichos exámenes, las personas que se los van a practicar y todos los aspectos relativos a esa supuesta atención que le van a bridar, lo que le deja en estado de incerteza jurídica respecto a su cumplimiento.

El agravio reseñado deviene infundado en atención a lo siguiente.

En principio debemos partir de la circunstancia de que la reparación del daño es una obligación impuesta al individuo a resarcir los daños a favor de la víctima u ofendido; y toda víctima de violación a derechos humanos o por la comisión del delito tiene derecho a la reparación del daño de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva, pudiendo solicitarlo directamente al órgano jurisdiccional, sin perjuicio de que el Ministerio Público lo solicite de oficio de acuerdo con el numeral 109 fracción XXV del Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 17 párrafo quinto y 20 Constitucional apartado C fracción IV. Numeral 64 de la Ley General de Víctimas. 

Bajo ese orden, la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, establece como medidas de reparación integral hacia las víctimas, entre otras, las relativas a la rehabilitación, misma que se define en lo previsto por los artículos 26, fracción II y 62, fracción I, de dicho ordenamiento legal, los que disponen:

“ARTÍCULO 26. Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:

…

II. La rehabilitación, busca facilitar a la víctima hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones de derechos humanos;…”

“ARTÍCULO 62. Las medidas de rehabilitación incluyen, entre otras y según proceda, las siguientes:

I. Atención médica, psicológica y psiquiátrica especializadas;…”
Como puede verse de los numerales reproducidos, en materia de reparación integral de las víctimas, se encuentra comprendido el derecho a la rehabilitación, mismo que buscará facilitar a la víctima, hacer frente a los efectos sufridos por causa del hecho punible o de las violaciones a derechos humanos, derecho que habrá de comprender, entre otras medidas, las relativas a la atención médica, psicológica y psiquiátricas especializadas.

Bajo ese orden, es innegable que la aquí accionante en su calidad de víctima, cuenta con el derecho a recibir las medidas de rehabilitación, dado que la calidad de víctima le fue reconocida por la enjuiciada, derivado de su inscripción en el Registro Estatal de Victimas, derivado de la recomendación 04/2020 emitida por la Comisión Estatal de los Derechos Humanos.
Empero, es desacertado el hecho propuesto por la accionante, en el sentido de que se vulneró su derecho a recibir una adecuada rehabilitación, porque contrario a su estimación, en la resolución de once de mayo de dos mil veintidós, la autoridad enjuiciada si se pronunció de manera adecuada otorgando las medidas de rehabilitación que establecen los dispositivos materia de estudio, ello porque de los párrafos 78 a 91 de dicha decisión, se puede apreciar que la autoridad se ocupó de analizar y otorgar dicha medida, tanto en el aspecto psicológico como médico.

A fin de concluir con lo anterior, es prudente reproducir el contenido de dicha decisión que en la parte que interesa dice:

******** IMAGEN DIGITALIZADA ********
Como puede verse de la imagen reproducida, la autoridad enjuiciada si se ocupó de pronunciarse sobre las medidas de rehabilitación, tan es así que en un apartado reconoció que derivado de la Recomendación de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, la que determinó que la reparación del daño debería de incluir el debido tratamiento psicológico, se habían venido otorgando diversas valoraciones en materia de psicología desde el inicio de las investigaciones tanto de la Comisión de Derechos Humanos como de las de tipo penal, resultando que si bien se dejó de atender a la enjuiciante, fue por causas imputables a la entonces prestadora del servicio de psicología, empero que dicha demandada concluía que no existía evidencia de la conclusión de algún tipo de tratamiento psicológico, circunstancia por la cual determinó en el párrafo 83, otorgar la medida de rehabilitación primera, a efecto de que por conducto de esa Comisión Ejecutiva demandada recibiera la atención psicológica hasta su total rehabilitación, medida que en todo caso podría incluir la referencia a atención especializada y la provisión de medicamentos a cargo de los Servicios de Salud, circunstancia por la cual se vinculó a la obtención del consentimiento previo así como a la comunicación de dicha solicitante con la Dirección de la Unidad de Primer Contacto de la institución demandada, a virtud de que con la notificación de la resolución impugnada se debería tener a esa Comisión por realizando el ofrecimiento de continuidad en la prestación del servicio de atención psicológica.

Bajo el orden de lo expuesto, es evidente que no se actualiza la omisión que refiere la aquí actora, en la medida que como quedó expuesto, la enjuiciada si se ocupó de otorgar el tratamiento psicológico como medida de rehabilitación al daño sufrido y determinado en la Recomendación emitida por la Comisión Estatal de los Derechos Humanos.

En el mismo sentido, es de determinarse que por lo que hace a la manifestación de la actora respecto a que no se está garantizando la atención médica como mecanismo de rehabilitación, dicho argumento deviene infundado, porque contrario a su estimación, como se desprende de los párrafos 86, 87, 88 y 89 de la resolución impugnada, la autoridad demandada sí reconoció el derecho que le asiste para recibir como medida de rehabilitación la atención médica, misma que declaró procedente y la cual determinó que la misma sería otorgada a través de los Servicios de Salud del Estado, entidad que tendría la encomienda de realizar a la solicitante (aquí actora) una valoración médica  en la que se determine si con motivo del hecho victimizante presenta afecciones o padecimientos, y de ser así, garantizarle la atención medica general o especializada, según sea el caso, hasta lograr el restablecimiento total de su salud, incluyéndose las necesidades y prescripciones médicas que deban cubrirse con cargo a los Servicios de Salud del Estado y para el caso de no poder cubrirse por la Institución Pública de Salud, se efectúen con cargo a los recursos del Fondo Estatal.
Como es evidente, contrario a lo manifestado por la demandante, la resolución impugnada si satisface los extremos relativos a la medida de reparación en su vertiente de rehabilitación, ello porque es evidente que la responsable reconoció la existencia del derecho de la víctima a contar con el servicio de asistencia médica, mismo que determinó procedente y a otorgarse a través de diversa institución médica perteneciente al Sistema de Salud Pública Estatal, sin que sea oponible a la decisión de la enjuiciada, la circunstancia que alega la demandante en el sentido de que algunas de las víctimas no tengan interés en acudir a las instituciones públicas debido a la violación producida por los propios agentes de la función pública, razón por la que se debe optar por la prestación de servicio en instituciones privadas, circunstancia que es desacertada, dado que en primer orden, la resolución impugnada si cumple con el propósito de rehabilitar a la solicitante, en la medida que está determinando su valoración médica a fin de determinar los daños y secuelas que aun persistan, derivado del hecho victimizante, para, a partir  de dicha valoración, desarrollar la atención medica que corresponda, sea general o especializada, inclusive con cargo a los recursos del Fondo Estatal, para el caso de que la atención brindada en los servicios públicos de salud, no fueran suficientes.

En otro orden, la demandante alega que en cuanto a las medidas de compensación dice que la enjuiciada consideró que no existen daños a la integridad física porque no hubo una agresión física por parte de su acusado, siendo cierto que el daño a la integridad física no solo se presenta de manera externa, sino que pueden derivar daños físicos internos como consecuencia del estrés, ansiedad, frustración e impotencia, vividas al momento del acto delictivo, que bien, no pueden reflejarse de manera instantánea, sino que éstos pueden surgir en el transcurso subsecuente del tiempo.
De igual modo, dice la accionante que en cuanto al daño moral se estipuló que el agravio moral no se traduce en la pérdida de dinero, sino en la lesión a intereses morales, como el honor, la consideración social o la vida misma, empero que al final del análisis, dicho organismo decidió otorgarle la cantidad de $16, 838.50 (dieciséis mil ochocientos treinta pesos 50/100 M.N.) que obedece a la media aritmética de la sanción pecuniaria que le correspondería al tipo de delito que se cometió en su perjuicio, siendo la primer medida de compensación otorgada, la cual dice la actora no es suficiente, dado que su honra y dignidad han sido afectadas en demasía y que el medio orientador no es el idóneo ni suficiente para cuantificar el monto del daño causado a su persona, dado que la relación con su familia se vio afectada, pues al haberse comprobado que fue víctima de acoso sexual, provocó en su núcleo familiar sentimientos de impotencia, coraje, desesperación y tristeza, por lo que a su consideración debió la enjuiciada realizar un peritaje para que de acuerdo a las particularidades del caso, determinara el daño ocasionado y por ende, poder determinar un monto justo y equitativo.

Aunado a lo anterior, respecto del lucro cesante y pérdida de oportunidades, la enjuiciada determinó que no se actualizan dado que no se advirtieron violaciones a derechos humanos que hayan tenido como consecuencia la incapacidad física o mental que impidiera a la víctima desempeñar un empleo o desarrollar una actividad física, cuestión con la que se encuentra en desacuerdo porque la autoridad no se apoyó en ningún medio o dato de prueba a través del cual se pudiera llegar a dicha conclusión, en cuyo caso, se requería de un estudio de expertos que determinara el monto correspondiente.    
Como ya fue establecido en líneas previas, la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, establece como medidas de reparación integral hacia las víctimas, entre otras, las relativas a la compensación, misma que se regula en lo previsto por los artículos 26, fracción II y 62, fracción I, de dicho ordenamiento legal, los que disponen:

“ARTÍCULO 26. Para los efectos de la presente Ley, la reparación integral comprenderá:

…

III. La compensación, ha de otorgarse a la víctima de forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso. Ésta se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de la violación de derechos humanos;…”

“ARTÍCULO 64. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia de la comisión de los delitos a los que se refiere el artículo 68 de este ordenamiento o de la violación de derechos humanos, incluyendo el error judicial, de conformidad con lo que establece esta Ley y su Reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como mínimo:

I. La reparación del daño sufrido en la integridad física de la víctima;

II. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con derecho a la reparación integral, entendiendo por éste, aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que no tienen carácter económico o patrimonial y no pueden ser tasados en términos monetarios. El daño moral comprende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas e indirectas, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria;

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, incluyendo el pago de los salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones  se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión;

IV. La pérdida de oportunidades, en particular las de educación y prestaciones sociales;

V. Los daños patrimoniales generados como consecuencia de delitos o violaciones a derechos humanos;

VI. El pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando éste sea privado;

VII. El pago de los tratamientos médicos o terapéuticos que, como consecuencia del delito o de la violación a los derechos humanos, sean necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima, y

VIII. Los gastos comprobables de transporte, alojamiento, comunicación o alimentación que le ocasione trasladarse al lugar del juicio o para asistir a su tratamiento, si la víctima reside en municipio o delegación distintos al del enjuiciamiento o donde recibe la atención.

La compensación subsidiaria a las víctimas de los delitos señaladas en el artículo 68 de esta Ley, consistirá en apoyo económico cuya cuantía tomará en cuenta la proporcionalidad del daño y los montos señalados en el artículo 67 de este ordenamiento.

En los casos de la fracción VIII, cuando se hayan cubierto con los Recursos de Ayuda, no se tomarán en consideración para la determinación de la compensación.

La Comisión Ejecutiva Estatal, expedirá los lineamientos respectivos a efecto de que a la víctima no se le cause mayores cargas de comprobación.”

Bajo el orden de los numerales expuestos, es evidente que la  compensación es una de las medidas complementarias de la reparación integral, consistente en el pago de una cantidad en dinero y/o entrega bienes o prestación de servicios a las víctimas de una violación de derechos humanos, con recursos del Estado, satisfaciendo las pérdidas tanto materiales como inmateriales sufridas como consecuencia del hecho ilícito, ello con la finalidad última de alcanzar su cabal re-dignificación y rehabilitación, sin que ello represente su enriquecimiento o empobrecimiento, ni el de sus sucesores, de donde la medida de compensación se otorga a la víctima de forma apropiada y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido o de la violación de derechos humanos sufrida y teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso; misma que se otorga por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean consecuencia del delito o de la violación de derechos humanos.

En tal medida, esos perjuicios, sufrimientos y pérdidas deberán incluir como mínimo:

a) La reparación del daño sufrido en la integridad física; 

b) La reparación del daño moral, el cual debe comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas e indirectas, como el menoscabo de valores muy significativos para las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria; 

c) El resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, incluyendo el pago de los salarios o percepciones correspondientes, cuando por lesiones  se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión; 

d) La pérdida de oportunidades, en particular las de educación y prestaciones sociales; 

e) Los daños patrimoniales generados como consecuencia de delitos o violaciones a derechos humanos;

f) El pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando éste sea privado; 

g) El pago de los tratamientos médicos o terapéuticos que, como consecuencia del delito o de la violación a los derechos humanos, sean necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima, y 

h) Los gastos comprobables de transporte, alojamiento, comunicación o alimentación que le ocasione trasladarse al lugar del juicio o para asistir a su tratamiento, si la víctima reside en municipio o delegación distintos al del enjuiciamiento o donde recibe la atención. 
Ahora bien, como se anticipó, es desacertada la consideración de la accionante, en el sentido de que la resolución impugnada se hubiere pronunciado sobre la medida de compensación de manera arbitraria, pues contrario a dicha estimación, al resolverse sobre la procedencia de esa medida, la Comisión demandada se ocupó de analizar la procedencia la misma, considerando las circunstancias del caso, en particular, la existencia del nexo causal entre daño resentido con la violación de derechos humanos acreditada por la Comisión Estatal de Derechos Humanos, tan es así que se ocupó de analizar los aspectos relativos a dicha medida, en  los términos que enseguida se describe:
A. Por lo que hace a los daños en la integridad física, la enjuiciada señaló en el párrafo 102, que la afectación a los derechos humanos no implicó daños a la integridad física, por lo que se determinó inaplicable dicha medida; consideración anterior que es acertada porque como bien fue desarrollado párrafos previos, para conceder las medidas de reparación se debe atender a la afectación, lesión o privación del derecho que requiere ser reparado, de donde se obtiene que, si en el caso la violación a derechos humanos no produjo per se una afectación a la integridad física, la medida de compensación no puede ocuparse de tal extremo, resultando por ende  inaplicable dicha medida.

B. Respecto del daño moral, consideró que el mismo se concibe como la alteración profunda que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien, en la consideración que de sí misma tienen los demás; por lo que la enjuiciada, en los párrafos 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116 y 117 se ocupó de analizar dicha medida, decretando procedente establecer como medida de compensación primera, el pago de la cantidad de $16,838.50 (dieciséis mil ochocientos treinta y ocho pesos 50/100 M.N.), derivado del daño inmaterial producido a la víctima, con lo que es evidente que la demandada si se ocupó de analizar la pertinencia de la medida de compensación, sin que esa determinación a la que arribó la enjuiciada para decretar la cantidad a pagar como daño moral resultara insuficiente, pues como se ve de la argumentación vertida por la enjuiciada, para determinar el importe a liquidar se atendió a la evaluación objetiva de la violación a derechos humanos, sin prejuzgar sobre una responsabilidad penal, aunado al carácter complementario de esa medida, dado que la víctima aquí actora, había obtenido el pago de la reparación del daño según se argumentó en el párrafo 110, de donde es evidente que no existe insuficiencia en la medida de compensación por daño moral.

C. Con respecto al resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, la enjuiciada determinó en los párrafos 118 y 119, que dicha medida procede cuando por lesiones se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión o se prive de las oportunidades de educación y prestaciones sociales, situaciones que informó no se generaron, ya que sobre la base de las evidencias de la solicitud, no se acreditó que las violaciones a derechos humanos hubieren tenido como consecuencia la incapacidad física o mental que impidiera a la víctima desempeñar un empleo o desarrollar una actividad económica, determinación que es adecuada en tanto que como bien lo dice la enjuiciada, la violación a los derechos humanos derivo en la afectación a los derechos de una vida libre de violencia, así como la libertad sexual y de un trato digno dentro del ambiente laboral, aunado a la desatención a las medidas de conciliación propuestas por la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, lo que de suyo no revela que con motivo de dichas violaciones se hubiere privado a la aquí actora de su empleo o se le hubiere privado de oportunidades a modo de que se hiciera procedente la concesión de dicha medida de compensación, sin que fuere necesario que la enjuiciada requiriera apoyar su decisión en algún medio o dato de prueba, dado lo relevante de que la violación a los derechos humanos no generó la privación del empleo o de oportunidades en la hoy quejosa.

D. Tocante a los daños patrimoniales y pago de las costas y gastos judiciales por asesoría particular, se desprende que la enjuiciada arribó a la conclusión en los párrafos 120 y 121 de que tales medidas no resultaban aplicables, porque no quedó demostrado que la aquí actora hubiere sufrido una afectación directa a su patrimonio como pudiera ser el despojo de bienes o propiedades a la aquí actora o que derivado de la afectación a sus derechos humanos hubiere contado con un asesor privado, siendo que en modo contrario, la víctima ha contado con la representación jurídica de esa Comisión demandada, de donde se concluye que en modo adverso a lo propuesto por la demandante, la determinación de la demandada se encuentra ajustada a la formalidad establecida en el artículo 64, fracciones V y VI de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, en la medida que como bien lo estimó, la lesión a los derechos humanos, determinada en la Recomendación 04/2020 como en la Propuesta de Conciliación 2VPC-07/2019, no tuvo el alcance de privar del patrimonio a la aquí actora a modo que se decrete la reparación por los daños patrimoniales.

E. Respecto de los tratamientos médicos o terapéuticos, se desprende que la enjuiciada, en los párrafos 122, 123, 124, 125, 126 y 127, resolvió que si bien, derivado de la violación a derechos humanos determinado en la Recomendación 04/2020 como en la Propuesta de Conciliación 2VPC-07/2019, no se acreditaron secuelas o daños o incapacidades que hubieren requerido de atención médica permanente en favor de la quejosa, aunado al hecho de que la accionante ha recibido atención psicológica por parte de la Comisión demandada, de donde no había obligación a compensar; empero, considerando los principios de buena fe y máxima protección, sin prejuzgar respecto de la veracidad o falta de comprobantes de pago de los gastos que la víctima dice erogó por los conceptos de atención médica particular y atendiendo al importe máximo establecido en el Tabulador para la Aplicación de las Medidas de Ayuda y Asistencia, de las Reglas de Operación del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, de la Comisión Estatal Ejecutiva de Atención a Víctimas, la referida Comisión se pronunció otorgando la medida de compensación segunda por la cantidad de $5,000.00 (Cinco mil pesos 00/100 M.N.) por el apoyo médico que la solicitante refirió erogar en su escrito de 26 de abril de 2021, de donde se obtiene que no existe insuficiencia en la medida de compensación otorgada por la enjuiciada, sin que sea fundado lo aseverado por la accionante en el sentido de que previo a determinar la procedencia de dicha compensación, debió evaluarse su situación médica y sobre esa base determinar el monto por concepto de dicha medida en la medida que como fue analizado en párrafos precedentes, al otorgarse la medida de rehabilitación se ha garantizado la atención médica y psicológica a la aquí víctima, por lo que de esa guisa, la medida otorgada satisface la complementariedad requerida. 
Conforme a lo precisado en los anteriores incisos y partiendo de que, la compensación es una de las medidas complementarias de la reparación integral, consistente en el pago de una cantidad en dinero y/o entrega bienes o prestación de servicios a las víctimas de una violación de derechos humanos, satisfaciendo las pérdidas tanto materiales como inmateriales sufridas como consecuencia del hecho ilícito, ello con la finalidad última de alcanzar su cabal re-dignificación y rehabilitación, sin que ello represente su enriquecimiento, es evidente que las medidas de compensación otorgadas se ajustan a los parámetros antes aludidos, ya que con ellas se brinda a la víctima una compensación que en todo caso viene a complementar las medidas de restitución previamente otorgadas, de lo que resulta lo infundado del argumento esgrimido por la demandante.

Por último, señala la accionante que como medida de satisfacción, en el punto 132 se refirió que resulta procedente establecer como única medida de satisfacción, que por conducto del asesor jurídico designado por la Comisión Ejecutiva, de resultar necesario por motivo de la causa penal o algún otro procedimiento administrativo o jurisdiccional, relacionado con el hecho victimizante, se continúe proporcionando la asesoría o acompañamiento jurídico aplicable, sin embargo, refiere la disidente que tal medida no ha sido materializada, pues ante la falta de atención se ha visto en la necesidad de realizar las gestiones ante las instituciones por ella misma, sin tener ese acompañamiento, además de que al momento de que le fue notificada la resolución combatida no se le explicó el contenido de la resolución que se combate.

Al respecto debe señalarse que los argumentos reseñados devienen inoperantes, toda vez que con las mismas no controvierte los argumentos de la autoridad demandada expresados al otorgarse la media de satisfacción, sino que la disidente se concreta a expresar sobre la base de apreciaciones subjetivas, que la dicha medida de satisfacción no se encuentra cumplida, empero no señala alguna causa de ilegalidad en si misma respecto del otorgamiento de la aludida medida de satisfacción, máxime que es criterio definido por el Poder Judicial de la Federación que para que los conceptos de violación se estudien, basta con expresar claramente en la demanda la causa de pedir, no obstante, con las consideraciones anteriores la accionante no controvierte las consideraciones torales que sustentan la resolución administrativa controvertida, por lo que sus conceptos de nulidad devienen inoperantes, al no demostrar la ilegalidad de las consideraciones en que se apoya la autoridad demandada al emitir su resolución.

Lo anterior aunado, a que los conceptos de nulidad deben indefectiblemente encontrarse relacionados con el contexto que se sometió a consideración de la autoridad, en este caso de manera concreta los documentos comprobatorios de los cuales pretende su autorización y consecuente reembolso. De ahí que los conceptos de impugnación deben referirse a la pretensión que se reclama y al por qué de dicha pretensión, incluyendo los fundamentos o razones y los hechos de su demanda, así como los elementos de prueba, siendo en el caso la parte actora omisa en controvertir los argumentos fundamentales que sustentan la resolución motivo de reclamo y que llevaron a la autoridad demandada a concluir que era parcialmente procedente la solicitud del reembolso.

Refuerza la anterior postura, por analogía, la jurisprudencia 1ª./J.81/2002, que sobre el particular sostiene la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, Diciembre de dos mil dos, página 61, que a la letra reza: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO. El hecho de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya establecido en su jurisprudencia que para que proceda el estudio de los conceptos de violación o de los agravios, basta con que en ellos se exprese la causa de pedir, obedece a la necesidad de precisar que aquéllos no necesariamente deben plantearse a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pero ello de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues es obvio que a ellos corresponde (salvo en los supuestos legales de suplencia de la queja) exponer razonadamente el porqué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren. Lo anterior se corrobora con el criterio sustentado por este Alto Tribunal en el sentido de que resultan inoperantes aquellos argumentos que no atacan los fundamentos del acto o resolución que con ellos pretende combatirse.”     

  En esa tesitura, al resultar infundados e inoperantes los motivos de disenso propuestos, con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente reconocer la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución dictada dentro del expediente CIE-25/2020, de once de mayo de dos mil veintidós, emitida por el Comité Interdisciplinario Evaluador, por lo que prevalecen las presunciones de legalidad y validez que recaen sobre dicha resolución, en términos de lo dispuesto por el párrafo segundo artículo 248 del citado ordenamiento legal.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se R  E  S  U  E  L  V  E:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada. 

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el  Estado de San Luis Potosí. 


� Artículo 228, fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 


� “ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”


� Registro digital: 2022209, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Común, Tesis: 1a. XXXIII/2020 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 2020, Tomo I, página 279, Tipo: Aislada


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� “Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”





� Octava Época, Registro: 164618, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 64, Abril de 1993, Tesis: VI.2o. /J.248, Página: 43.





� Tesis Registro 2010414, Rubro: “ACCESO A LA JUSTICIA. EL DEBER DE REPARAR A LAS VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS ES UNA DE LAS FASES IMPRESCINDIBLES DE DICHO DERECHO”


� Artículo 26 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí.


� “Volver algo a quien lo tenía antes.” Diccionario de la Lengau Española. � HYPERLINK "http://www.dle.rae.es/restituir" �www.dle.rae.es/restituir� 





